
RECOMENDACIÓN No. 34/2007* 

 

Esta Defensoría de Habitantes examinó diversos elementos relacionados con la 

investigación iniciada de oficio respecto de los hechos acaecidos en el Centro Preventivo y 

de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, cuyo desmedido y execrable 

contenido de violencia -sólo de enero a septiembre del año que transcurre- derivó en la 

muerte de 17 reclusos y se han registrado 347 lesionados por instrumento punzocortante 

que pusieron en riesgo la integridad corporal de igual número de internos.  Investigación 

que se radicó en 9 expedientes de queja, iniciados con motivo de la difusión en distintos 

medios de comunicación. 

 

El 19 de junio de 2007 visitadores de este Organismo se constituyeron en el Centro 

Preventivo y de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, con la finalidad de 

supervisar el debido respeto a los Derechos Humanos en dicho establecimiento carcelario; 

sin embargo, personal directivo del Centro de Internamiento comunicó que en uno de los 

dormitorios de sentenciados se había suscitado una riña cuyo resultado era dos internos 

lesionados   Por lo tanto, valorados los acontecimientos se consideró que en ese momento 

no prevalecían condiciones óptimas de seguridad para proseguir con la visita de 

supervisión la cual se suspendió; no obstante, se recabó evidencia fotográfica de dos armas 

punzocortantes relacionadas con dicho suceso, iniciándose de oficio investigación. 

 

Posteriormente, con motivo de diversas notas informativas publicadas en diversos medios 

de comunicación impresos tanto nacionales como locales, se iniciaron expedientes de queja 

que en su oportunidad fueron acumulados al primordial para su tramitación. 

 

Cabe resaltar que el 27 de septiembre de 2007, mediante oficio 

202F7A000/DGAJ/11053/2007 el Director General de Asuntos Jurídicos de la Agencia de 

Seguridad Estatal, informó a esta Defensoría de Habitantes, que con motivo de los 

disturbios suscitados el día 17 del mismo mes y año, al interior del Centro Preventivo y de 

Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, dicha corporación policial 

implementó un operativo para restablecer el orden, en el que participaron mil efectivos, 

además de que se decomisaron 370 armas blancas, la mayoría de ellas puntas, así como 

pastillas diversas y marihuana, como se detalla a continuación: 

 

 



 
 

Este Organismo en ejercicio de su atribución prevista en la fracción VII del artículo 5 de la 

Ley que crea la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, relativa a la 

supervisión al debido respeto de los derechos humanos en el Sistema Penitenciario, conoció 

e indagó que a partir del mes de enero de 2007, han tenido lugar en el Centro Preventivo y 

de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, hechos violentos en los que 347 

internos resultaron con lesiones de gravedad que pusieron en peligro su vida. 

 

DORMITORIO DECOMISOS

"B-1"  a  "B-3"

151 armas blancas

1 teléfono celular

8 cargadores de celular

200 grs. de marihuana

10 aspirinas

B-4
168 armas blancas

86 pastillas diversas

B-5 15 envoltorios de marihuana

B-7

10 ampolletas de xilocaína

04 tubos

10 tapas con filo

2 jeringas

Hospital

13 armas blancas

1 tijera

4 pedazos de tubo

4 tapas con filo

A-1

12 armas blancas

9 tijeras

2 pedazos de solera de 35 y 20 cm

3 pedazos de varilla

Femenil

9 tijeras de punta

2 cucharas metálicas

30 latas

12 pastillas diversas

C-2 3 armas blancas

C-3

1 cuchillo

22 armas blancas

6 tijeras

3 tapas con filo

151 1 papel con marihuana



 
 

Además, 17 reclusos perdieron la vida; por estos decesos, la Procuraduría General de 

Justicia del Estado de México inició las correspondientes indagatorias, documentadas por 

este Organismo, en siete de las cuales ejercitó acción penal, las restantes se encuentran en 

integración, como se detalla a continuación: 

 

 
 

No obstante la investigación que realice la Institución Procuradora de Justicia, la 

Dirección General de Prevención y Readaptación Social de la entidad tiene el imperativo 

legal de asegurar en el ámbito de su competencia, el respeto irrestricto de los derechos 

humanos, consecuentemente, de salvaguardar el derecho a la vida, a la seguridad e 

integridad personal, así como de evitar cualquier acto que menoscabe la dignidad humana 

de las personas que, por prisión preventiva o en extinción de pena corporal, se encuentren 

MES LESIONADOS

Enero 17

Febrero 29

Marzo 43

Abril 33

Mayo 41

Junio 38

Julio 60

Agosto 34

Al 23 de septiembre 52

Total: 347

AVERIGUACIÓN PREVIA FECHA ESTADO

NEZA/III/2301/2007 12 ABR 07 Trámite

NEZA/AMOD/I/093/2007 22 ABR 07 Consignada

NEZA/II/4713/2007 25 JUN 07 Trámite

NEZA/AMOD/I/145/2007 30 JUN 07 Consignada

NEZA/AMOD/II/151/2007 07 JUL 07 Trámite

NEZA/II/5064/2007 07 JUL 07 Consignada

NEZA/II/5631/2007 30 JUL 07 Trámite

NEZA/II/5636/2007 30 JUL 07 Consignada

NEZA/II/6471/2007 26 AGO 07 Trámite

NEZA/III/6440/2007 31 AGO 07 Trámite

NEZA/I/7471/2007 1º SEP 07 Trámite

NEZA/AMOD/I/197/2007 10 SEP 07 Consignada

NEZA/II/6897/2007 17 SEP 07 Consignada

NEZA/AMOD/II/208/2007 29 SEP 07 Consignada



privadas de su libertad en los Centros de Reclusión Mexiquenses, como dispone la Ley de 

Ejecución de Penas Privativas y Restrictivas de la Libertad del Estado de México así como 

el Reglamento de los Centros Preventivos y de Readaptación Social de la entidad. 

 

Ante los alarmantes casos de los que se cuenta,  es indudable que las condiciones actuales 

del Sistema Penitenciario del Estado de México, favorecen la comisión de conductas 

delictivas en su interior, que vulneran reiterada e impunemente los derechos humanos de 

los reclusos y sus familias. 

 

Las malas condiciones materiales de las instalaciones, la sobrepoblación, el hacinamiento, 

los maltratos que en ocasiones reciben los internos por parte del personal de custodia, pero 

sobre todo actos de corrupción, el tráfico y consumo de drogas, así como la existencia de un 

sinnúmero de armas prohibidas -en el presente asunto invariablemente punzocortantes- 

afectan la seguridad interior y coetáneamente violan los derechos humanos de los internos 

a recibir un trato digno y a la readaptación social, siendo este último una de las premisas 

fundamentales de todo Sistema Penitenciario; sin soslayar que su función afecta de 

manera directa en la Seguridad Pública. 

 

Por lo expuesto, la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del Estado de 

México, debe emprender las medidas necesarias para cumplir con las líneas de acción del 

Ejecutivo Estatal en el Plan de Desarrollo del Estado de México 2005-2011, tendentes a 

modernizar el sistema de ejecución de sentencias y fortalecer las tareas de readaptación 

social; lo que sin duda coadyuvará a garantizar el ejercicio de los derechos humanos 

compatibles con el objeto de la detención o cumplimiento de condena, de las personas que 

se encuentran bajo su custodia en los Centros de Reclusión. 

 

En el presente caso se acreditaron plenamente violaciones a los derechos humanos: a la 
vida, a la seguridad e integridad personales, así como a la readaptación social, derivadas 

de la insuficiente protección de personas, atribuible a la Dirección General de Prevención y 

Readaptación Social del Estado de México. 

 

Uno de los tres ejes rectores de la actual Administración Pública de nuestra entidad, 

plasmados en el Plan Estatal de Desarrollo 2005-20111 es precisamente la seguridad 

pública; considerado, a la fecha, uno de los más legítimos reclamos de la sociedad. 

 

Lamentablemente, a más de dos años de gobierno de la actual administración, la seguridad 

pública, de manera particular la labor de la Dirección General de Prevención y 

Readaptación Social encargada del sistema de ejecución de sentencias, dista mucho del 

cumplimiento de las líneas de acción planteadas por el Ejecutivo Estatal, incluso, se ha 

agudizado de manera significativa la transgresión a los derechos humanos de los reclusos, 

ya que derivado de la investigación realizada por esta Defensoría de Habitantes 

específicamente en el Centro Preventivo y de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo 

Xochiaca, en quince ocasiones se violó artera y sanguinariamente, uno de los derechos 

humanos más preciado, que es la vida; siendo lo anterior imputable a la Autoridad 

Penitenciaria, si se considera que una de sus principales obligaciones es la de tomar las 

medidas necesarias para evitar que los internos se causen perjuicios entre sí, o a sí 

mismos, impidiendo que dentro de los reclusorios se cometan conductas antisociales. 

 

Se documentó que al interior del Centro de Reclusión Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, 

continúan suscitándose hechos presuntamente constitutivos de delitos contra la vida y la 

integridad corporal; así como de los considerados contra la seguridad pública, cuya 



investigación y persecución por mandato constitucional incumbe sólo al Ministerio Público; 

sin embargo, dichos sucesos al margen de que se actualicen o no los tipos penales, 

contravienen lo dispuesto en normas de ámbito nacional e internacional que regulan la 

vida en reclusión, y que de forma simultánea implican violaciones al derecho humano a la 

seguridad pública de la colectividad en su conjunto y de manera particular, conculca las 

prerrogativas fundamentales a la vida, a la seguridad e integridad personales; a la 

readaptación social y al trato digno, en agravio de los reclusos y de sus familias. 

 

Se afirma lo anterior, toda vez que los 17 decesos de reclusos aquí documentados, denotan 

la incapacidad e ineficacia de la autoridad penitenciaria para contribuir a los fines que 

persigue la seguridad pública, considerando que el Sistema Penitenciario se erige, en 

términos del artículo 3 de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública, como la última asignatura que conforma la 

seguridad pública en nuestro país. En este sentido, cabe precisar que la función a cargo del 

Estado de garantizar la seguridad pública no sólo abarca la prevención, persecución y 

sanción de las infracciones y delitos, sino también la reinserción social del delincuente, por 

conducto de la autoridad responsable de la prisión preventiva y ejecución de penas. 

 

Las 17 muertes violentas registradas en los primeros meses de la anualidad que 

transcurre en un sólo Centro de Reclusión no tienen precedente en el penitenciarismo 

estatal, de tal suerte que ni la suma de los decesos ocurridos en el período comprendido de 

2002 a 2006, en el Penal Nezahualcóyotl Bordo, se alcanza dicha cifra, tal como se 

desprende de la compulsa que personal de este Organismo efectuó en su libro de 

defunciones, es 50% menor, con registro de nueve decesos.  

 

Además, debido al gran número de agresiones verificadas en el transcurso del presente año 

en dicho Centro Preventivo, más de 340 es completamente previsible que se sigan 

cometiendo otros más, incluso bajo la misma mecánica, motivo por el cual la Dirección 

General de Prevención y Readaptación Social, debió implementar oportunamente las 

acciones necesarias para evitar dichas conductas al interior del Penal Bordo Xochiaca; sin 

embargo, no lo hizo, en menoscabo de la seguridad e integridad física y mental de los 

internos bajo su custodia y de sus familias.  

 

Dicha omisión incumple con lo dispuesto por los artículos 4 y 75 de la Ley de Ejecución de 

Penas Privativas y Restrictivas de la Libertad, así como con los artículos 6 y 25 del 

Reglamento de los Centros Preventivos y de Readaptación Social, vigentes en la entidad. 

 

El derecho a la seguridad e integridad personal del que gozan los internos en un 

Reclusorio, constituye una obligación para la autoridad penitenciaria, baste recordar que 

solamente la privación de la libertad y la suspensión de los derechos y prerrogativas 

inherentes a la calidad de ciudadano que ordena la Constitución, se deben garantizar los 

derechos fundamentales de los internos. 

 

Al respecto, el artículo 25 del Reglamento de los Centros Preventivos y de Readaptación 

Social vigente en el Estado, establece como responsabilidad del Personal de los Centros, 

salvaguardar la vida, la salud y la integridad física de los internos. Dicha prerrogativa 

también se encuentra contenida en el Artículo 5 numerales 1 y 2 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, ordenamiento que de acuerdo a lo establecido por el 

artículo 133 de nuestra Carta Magna, es Ley Suprema en toda la Unión, por tanto, los 

servidores públicos encargados de la seguridad y custodia en los Centros Preventivos y de 

Readaptación Social de la entidad, tienen la obligación de observarla. 



 

Estas disposiciones son claras; sin embargo, los casos de que da cuenta el documento de 

Recomendación, demuestran la indiferencia de la Dirección General de Prevención y 

Readaptación Social del Estado de México para cumplir con dichos preceptos, lo que 

evidentemente no contribuye a mejorar las condiciones que garanticen la seguridad de los 

internos recluidos en el Centro Preventivo y de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo 

Xochiaca, a lo que está obligada en términos de ley, por lo tanto, omite una de las tareas 

fundamentales que tiene encomendadas en agravio de la población penitenciaria bajo su 

custodia. 

 

La insuficiencia de custodios para cubrir todas las áreas del Centro Preventivo y de 

Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca2,  así como la falta de medios 

tecnológicos y materiales para realizar con eficiencia y eficacia sus labores, fueron 

documentadas por esta Defensoría de Habitantes durante la inspección de fecha 26 de 

junio de 2007 en la cual se constató que en diversas torres y módulos no funciona 

adecuadamente el sistema de comunicación y la gran mayoría de las bases del interfón que 

comunican al centro de control -el cual es obsoleto- están descompuestas al igual que 

diversas lectoras biométricas, aunado a que los equipos de radiocomunicación son 

insuficientes y que algunos cargadores y baterías de éstos se encuentran en mal estado. 

Respecto al armamento se constató que algunos proyectiles de diversos calibres, así como 

chalecos antibalas habían cumplido su período de utilidad, todo ello son circunstancias que 

agravan la inseguridad ante cualquier eventualidad. 

 

Es indiscutible que la autoridad penitenciaria de la entidad, tiene el deber legal de proveer 

lo necesario para contar con personal suficiente en materia de seguridad y custodia, a 

guisa de ejemplo en la actualidad en el Centro de Reclusión mencionado algunas 

ubicaciones quedan descubiertas y en otras un solo custodio cubre hasta dos módulos, que 

aunado a la falta de supervisión adecuada, propicia la existencia de grupos de poder, que 

utilizan el uso desmedido de la violencia, baste referir que 15 de los 17 internos fallecieron 

producto de mecanismos punzocortantes, según dictámenes periciales que obran en el 

sumario, una de las víctimas hasta con 50 heridas; por lo que se convierten en un sistema 
paralegal con la capacidad para someter a su régimen a la mayoría de la población, 

imperando la ley del más fuerte. 
 

La magnitud de la violencia sólo se explica porque estos grupos de poder se encuentran en 

constante lucha por el control de los módulos del reclusorio, de manera particular por la 

extorsión y tráfico de droga, como lo reconoció el entonces Director del referido Centro en 

entrevista ante medios de comunicación y el actual Subjefe de Vigilancia del Penal en 

comento, ante este Organismo. 

 

Además, éstos grupos de reos se dedican a brindar protección tendente a garantizar la 

integridad física de otros reclusos, incluso de los familiares que les visitan, y en otros casos 

efectúan cobros indebidos a sus compañeros por el uso del camarote o por renta de la celda, 

situación que trae consigo que un sinnúmero de reclusos corran el riesgo de ser agredidos 

físicamente si no acceden a pagar el dinero que se les exige, incluso por no realizar las 

actividades -en ocasiones ilícitas- que se les imponen. 

 

Por otra parte, de los estados de fuerza que se allegó este Organismo de junio a septiembre 

de 2007, se advierte que decreció en doce elementos por turno, teniendo un menor número 

de custodios en servicio el día 17 de septiembre del presente año, donde lamentablemente 

fallecieron cuatro internos; asimismo, no se puede ignorar que al inicio de su operación el 



Centro de Internamiento Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca tenía 150 custodios por turno lo 

cual guardaba perfecta congruencia con su capacidad instalada atendiendo a los principios 

universalmente aceptados en materia penitenciaria; sin embargo, a dos lustros de 

inauguración, esta situación se invirtió completamente al tener mayor población 

penitenciaria y menor número de custodios. 

 

Aún más grave, si se considera que del total de su estado de fuerza sólo 30 elementos se 

destinan a la seguridad del interior del penal, específicamente para la vigilancia de 

módulos y esclusas, mismos que no cubren todas la ubicaciones sin contar períodos 

vacacionales, faltas e incapacidades que merman aún más el estado de fuerza en 

detrimento de la seguridad institucional que debe prevalecer al interior de dicho 

establecimiento; así, la dinámica de seguridad en dicho Centro de Reclusión es de tan sólo 

un custodio por módulos de casi cuatrocientos internos, lo que refleja la abismal 

desproporción que guarda actualmente la seguridad en el mismo. 

 

La carencia de personal de seguridad se agudiza con la falta de capacitación del mismo, 

aunado a que resulta casi imposible que el reducido número de custodios que laboran en el 

multicitado Centro Preventivo asistan a cursos de capacitación y/o actualización sin que se 

ponga en riesgo la seguridad del Centro de Reclusión más poblado del Estado de México; 

por ello, a la fecha la autoridad Penitenciaria de la entidad, incumple -al menos en 

Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca- con lo previsto por el artículo 10, fracción XIII de la Ley 

de Ejecución de Penas Privativas y Restrictivas de la Libertad, referente a seleccionar y 

capacitar al personal de los centros en todos los niveles, tomando como base su aptitud, 

vocación y antecedentes personales, previamente a la toma de posesión del cargo y durante 

el desempeño del mismo. 

 

A la falta de equipamiento y de custodios así como la ausencia de capacitación, se añade la 

negligencia del poco personal con que cuenta durante el desempeño de su encargo; 

contrario sensu, su adecuada actuación ceñida irrestrictamente al marco legal que lo rige, 

pudo haber evitado muchos de estos decesos, en virtud de que al conocer las causas y 

efectos de la violencia debieron emprender acciones para mejorar la seguridad, de tal 

forma que se pudiera prevenir el incremento en el número de muertes, como en el caso de 

un interno, toda vez que de los certificados médicos de estado psicofísico y lesiones de los 

internos relacionados en riñas que se allegó esta Comisión, se advierte que en el mes de 

agosto del presente año, dicho reo fue lesionado por instrumento punzocortante, ocasión en 

la cual le certificaron diez heridas por dicho mecanismo y atrozmente treinta y cinco días 

después, nuevamente fue agredido con consecuencias fatales, sin que las áreas de 

seguridad y criminología hubiesen actuado oportunamente. 

 

A mayor abundamiento, de las constancias que obran en el sumario, se colige que durante 

la anualidad que transcurre, en el Centro de Reclusión Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca 

han sido designados cuatro jefes de vigilancia, en cuyos períodos de labor como encargados 

de la seguridad y custodia en dicho Reclusorio, este Organismo ha observado cambio 

significativo en la incidencia de quejas presentadas, principalmente las que se refieren a 

extorsión, cobros indebidos e integridad física, que, aunado a los lamentables sucesos que 

da cuenta el documento de Recomendación, no se ha advertido mejora alguna por parte de 

la Subdirección Operativa de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social de 

la entidad, para coordinar las funciones de los jefes de vigilancia, tendentes a garantizar la 

seguridad institucional y la protección de los reos, ya que en el mejor de los casos sólo se ha 

limitado a efectuar cambios de adscripción, con el riesgo latente de trasladar la 

problemática a otro Centro Preventivo. 



 

Las evidencias consignadas en el documento de Recomendación, son clara muestra de la 

insuficiente protección de personas que prevalece en el multicitado Centro Preventivo y de 

Readaptación Social, toda vez que debido precisamente a la omisión de custodiar, vigilar, 

proteger y dar seguridad a las personas sujetas a prisión preventiva y/o en extinción de 

pena corporal, es como ha tenido lugar un excesivo número de lamentables sucesos. 

 

De acuerdo a las evidencias se advierten omisiones graves y en el mejor de los casos 

deficiencias en el desempeño de las funciones de los servidores públicos encargados de la 

seguridad y custodia de los internos, en razón de que en prácticamente todos los casos 

documentados con alto contenido de violencia, han sido a consecuencia de instrumento 

punzocortante, puntas consideradas armas prohibidas a la luz del código punitivo vigente 

en la entidad, incluso su acopio, con las que se han causado lesiones graves entre internos 

que lamentablemente derivaron en la pérdida de 15 vidas, agresiones que han tenido lugar 

incluso en las áreas de visita familiar.  

 

Especial mención merece el operativo realizado por personal de la Agencia de Seguridad 

Estatal el día 17 de septiembre de la anualidad que transcurre, con motivo de los hechos 

violentos suscitados al interior del Penal Neza-Bordo, que tuvieron como resultado en tan 

sólo cinco horas la muerte de cuatro reclusos, durante el cual se incautaron alrededor de 

370 armas prohibidas, la mayoría punzocortantes, incluidas 24 puntas que se encontraron 

en la tienda del dormitorio B-3, la cual innegablemente está bajo la administración de la 

autoridad penitenciaria, presumiendo fundadamente esta Comisión que uno de los actos de 

corrupción del personal de seguridad, es la anuencia para poseer y en el peor de los casos 

para distribuir armas punzocortantes. 

 

Además, no pasa desapercibido para este Organismo que también se decomisaron en dicho 

lugar dos bolsas con marihuana de aproximadamente doscientos gramos y en un 

dormitorio diverso 15 envoltorios con dicho narcótico, lo que evidencia el tráfico y consumo 

de droga, que de nueva cuenta revela graves deficiencias y en su caso corrupción del 

personal de seguridad y custodia que permite el ingreso de sustancias tóxicas, en franca 

contravención a lo dispuesto por el artículo 80 de la Ley de Ejecución de Penas vigente en 

la entidad. 

 

A mayor abundamiento, es dable precisar que la mayoría de los reos que participaron en 

las riñas motivo de investigación, resultaron positivos en los exámenes toxicológicos, que si 

bien no constituyen directamente violaciones a derechos humanos, indubitablemente es un 

factor para la ejecución de actos de violencia y por consecuencia, de su vulneración. 

 

En este sentido esta Defensoría de Habitantes reconoce el esfuerzo de la Dirección General 

de Prevención y Readaptación Social al allegarse de medios tecnológicos que incrementen 

la seguridad en los Centros de Reclusión, como es el caso de los Snifer [semáforos de 

detección de sustancias prohibidas]; sin embargo, en las múltiples inspecciones que 

personal de este Organismo ha efectuado al multicitado Centro de Reclusión, conoció que 

desde su instalación no se ha registrado caso alguno de detección de droga por éste medio; 

ahora bien, teniendo presente que al interior de los centros hay droga se colige 

fundadamente que existe, por parte del personal de custodia, discrecionalidad en su 

operación, derivando la existencia de un acto de corrupción, tal y como lo refirió un 

custodio de dicho Centro durante su comparecencia en este Organismo a saber: hemos 
detectado incluso a propios compañeros metiendo droga. 
 



Asimismo, esta Comisión no ignora los diversos operativos realizados en el Centro 

Preventivo en cuestión así como los traslados de diversos reos, empero, invariablemente, 

con posterioridad a los hechos que motivaron el documento de Recomendación, 

constituyéndose exclusivamente en política de reacción, sin soslayar que sus resultados 

son clara muestra de la existencia de un alarmante número de objetos prohibidos al 

interior del mismo, ya que el total de puntas decomisadas significa que un diez por ciento 

de la población penitenciaria contaba con un arma. 

 

La irascible conducta de los reclusos, aunado a la indiferencia de los custodios para 

cumplir con la máxima diligencia el servicio que tienen encomendado y en el peor 

escenario de su permisión, ya sea por temor o beneplácito, ha propiciado el incremento del 

número de hechos violentos. Además, esta Comisión advirtió durante las visitas llevadas a 

cabo por su personal, que no son aislados los casos del personal de seguridad que 

exterioriza haber sido objeto de amenazas por parte de los internos cuando son 

sorprendidos realizando o pretendiendo realizar alguna conducta ilícita. 

 

Consecuentemente, uno de los derechos afectados con motivo de la insuficiente protección 

de personas, es el derecho a la vida, considerado como el derecho humano por excelencia 

que junto con la libertad, la igualdad y la seguridad, constituyen el basamento de la 

dignidad humana. 

 

Cómo pensar en la aplicación del tratamiento readaptatorio, si los individuos que se 

encuentran compurgando una pena viven atemorizados de que en cualquier momento sean 

víctimas de la barbarie que impera al interior del Centro Preventivo señalado, con la 

incertidumbre que provoca la violencia, tal y como lo refirió a esta Defensoría de 

Habitantes el actual subjefe de vigilancia del Penal Neza-Bordo: ... los internos al ver que 
hay un evento así están a la expectativa...   
 

Por otra parte, cómo garantizar a la autoridad judicial el buen desarrollo de un proceso si 

el inculpado no es llevado a las audiencias por encontrarse lesionado, peor aún, si es 

privado de la vida durante la prisión preventiva o mejor dicho, pierde la vida bajo la 

custodia del Estado. 

 

Es innegable que la línea de acción propuesta por el Ejecutivo Estatal para fortalecer la 

custodia interna y la seguridad de los penales no se ha consolidado, por ello, es urgente 

que la autoridad penitenciaria cuente con los medios técnicos, humanos y tecnológicos 

suficientes para prevenir y detectar oportunamente, conductas ilícitas de la población 

interna, ya que se insiste, las actuales condiciones del sistema penitenciario derivan en 

incumplimiento de la función pública, constituyéndose en una omisión clara de la 

observancia de la ley. 

 

Es importante resaltar que este Organismo no soslaya que el Centro Preventivo y de 

Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca presenta el mayor número de 

sobrepoblación y hacinamiento de todos los Centros de la entidad con casi 4,000 reclusos -

al mes de septiembre del presente año- y la capacidad instalada es de 1,700, lo que 

significa en términos reales una ocupación que alcanza el 230%, como se aprecia en dicho 

Centro existe una población adicional de más del doble de su capacidad, con el consecuente 

hacinamiento que ello implica. 

 

No obstante, llama la atención a este Organismo la conformación actual de los módulos y 

población que recluyen en el Centro Preventivo Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, incluso 



tratándose de módulos clasificados con criterios criminológicos y de seguridad idénticos, 

como se advierte del acta de Consejo Interno Interdisciplinario de clasificación 

criminológica e informes que obran en el sumario, en el caso de los dormitorios B-4 y B-5 

los cuales a pesar de poseer exactas características arquitectónicas (36 celdas con 5 

camarotes cada una) el primero de los mencionados -al 2 de octubre de 2007- alberga a 360 

reos y el segundo a tan sólo 218, así el promedio de reclusos por celda es 40% mayor en el 

primer caso, lo cual indudablemente genera un ambiente propicio para toda clase de 

conflictos interpersonales, violencia y actos de corrupción que afectan el buen 

funcionamiento y la seguridad del Centro de Reclusión mencionado y que no contribuyen 

de manera alguna a la readaptación social; sin ignorar que las personas recluidas 

pareciera que se clasifican más bien por su estatus socioeconómico. 

 

Otro aspecto que fomenta la violencia en dicho Centro, se debe a la inadecuada e ineficaz 

clasificación de los reclusos, toda vez que el área criminológica no ha complementado las 

tareas de evaluación que determine el grado de peligrosidad o bien el estado peligroso en 

que se encuentra ubicado el recluso, así como para proponer medidas oportunas que 

permitan evitar la comisión de conductas antisociales entre la población de manera 

particular de aquellas que atenten contra la vida y la integridad corporal como disponen 

las fracciones V, VII y VIII del artículo 32 del Reglamento de los Centros Preventivos y de 

Readaptación Social vigente en la entidad, lo cual no se puede permitir en ningún Centro 

de Readaptación Social y menos en uno de alta concentración poblacional como lo es 

Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca.  

 

Además, los criterios de clasificación aplicados en el referido Centro de Reclusión no 

corresponden a sus necesidades de seguridad; se afirma lo anterior, toda vez que la 

mayoría de los hechos violentos han tenido lugar y han involucrado a internos del módulo 

B-3 y de acuerdo al acta de Consejo Interno Interdisciplinario de clasificación 

criminológica, dicho módulo es clasificado de media seguridad y sólo el módulo B-1 se 

considera, respecto a los sentenciados, de alta seguridad; asimismo no se puede dejar de 

mencionar que debido a la infraestructura de ese establecimiento penitenciario de manera 

habitual comparten las diferentes áreas que lo conforman. 

 

En este sentido, de acuerdo a la información recabada por este Organismo, en el Centro de 

Reclusión donde se verificaron los hechos violentos que son objeto de investigación, es 

habitual que los internos se trasladen de una sección a otra, de un dormitorio a otro y 

compartan, sin restricción alguna, áreas de uso común destinadas sólo para una parte de 

la población penitenciaria, atendiendo a su situación jurídica, a grado tal que se desplazan 

libremente de un dormitorio a otro expresamente para lesionar a sus víctimas. 

 

De manera particular sobresale el caso de un recluso, ahora occiso, lesionado el 29 de 

septiembre de 2007 en el área de visita familiar conocida como palapa de procesados, ante 

el desconcierto de los visitantes, cuyo agresor, de acuerdo a lo indagado por este 

Organismo, así como de la investigación ministerial, se conoció que era sentenciado y se 

encontraba confinado en el módulo B-7, -de acuerdo al informe rendido por la autoridad 

penitenciaria es destinado a sujetos susceptibles a situaciones de riesgo en población 

general- reo al que inexplicablemente le permitieron la salida de su dormitorio y para 

llegar a la palapa de procesados debió pasar por al menos dos esclusas sin que se le haya 

revisado y menos aún restringido el paso, toda vez que era día de visita exclusiva para 

procesados. 

 



En cambio, hay internos que por sus características no representan un alto riesgo por el 

que deban ser albergados en áreas de máxima seguridad, porque así lo reflejen sus 

estudios criminológicos; las personas con capacidades diferentes y los adultos mayores. 

Una adecuada clasificación permite la aplicación eficaz del tratamiento individualizado 

que deba otorgárseles, que evite el aprendizaje de nuevas conductas delictivas, así como 

abusos y maltratos entre ellos mismos.  En ese tenor, no obstante que dichos principios se 

encuentran establecidos en el artículo 41 de la Ley de Ejecución de Penas, así como en el 

artículo 39 del Reglamento de los Centros Preventivos y de Readaptación Social de la 

entidad, en la praxis no se lleva a cabo.  

 

Por otra parte, esta Defensoría de Habitantes reconoce los avances en la clasificación de 

procesados y sentenciados que si bien presenta rezagos de manera particular en aquellos 

internos que se encuentran en observación ya sea procesados o sentenciados, en los que 

transcurren largos períodos de tiempo para que puedan ser clasificados 

criminológicamente, así como en los casos de cambio de situación jurídica de los reos; sin 

embargo, durante las visitas efectuadas por personal de esta Comisión advirtió en los 

módulos A-1 y 124 que por diversos motivos, entre ellos por protección e infracción al 

Reglamento, conviven procesados y sentenciados, además de que en el módulo 151 e 

incluso en el área médica y de hospitalización permanezcan reclusos, como lo manifestó a 

este Organismo personal médico.  

 

Además de lo expuesto, son del dominio público las múltiples extorsiones de las que puede 

ser víctima cualquier persona, que se generan vía telefónica, en la mayoría de los casos a 

través de sistemas de comunicación celular, desde el interior de los reclusorios, lo cual 

motivó a la LV Legislatura del H. Congreso local para reformar el código punitivo, así 

como la Ley de Ejecución de Penas Privativas y Restrictivas de la Libertad del Estado de 

México; no obstante, lo observado por este Organismo durante una visita a dicho Centro de 

Reclusión, así como el resultado de los cacheos efectuados por elementos de la Agencia de 

Seguridad Estatal, demuestran la gran cantidad de teléfonos celulares existentes en el 

Centro Preventivo y de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, bajo la 

complacencia injustificada del personal de seguridad y custodia adscrito al mismo, o peor 

aún, que dichos servidores públicos faciliten su ingreso. 

 

Los 14 teléfonos celulares así como sus diversos accesorios tales como: cargadores e incluso 

manos libres, que fueron decomisados en diferentes operativos realizados por elementos de 

la Agencia de Seguridad Estatal, en el referido Centro Preventivo, hace necesario instalar, 

con la prontitud que requiere el caso, el equipo técnico adecuado para interceptar y 

bloquear las señales de telecomunicación que utilicen los reclusos para alcanzar dicho 

propósito, lo cual además de cumplir con dicha reforma legislativa, prevista en el artículo 

83 párrafo cuarto de la citada Ley de Ejecución, coadyuva, sin duda, a dar tranquilidad a 

las familias mexiquenses, y por consecuencia con los fines de la seguridad pública. 

 

Para este Organismo es axiomático que el Centro Preventivo y de Readaptación Social 

denominado Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, no ha cumplido con las expectativas de 

readaptación social, convirtiéndose en un Centro de excesiva y sanguinaria criminalidad 

con deficientes sistemas de supervisión y vigilancia; en suma, no han logrado la 

reinserción social de quienes han transgredido la norma penal, conculcando el derecho de 

los reclusos a la readaptación social. 

 

No son pocos los factores que bajo la complacencia de sus autoridades, impiden el adecuado 

proceso de readaptación social de los internos, al respecto, con motivo de la supervisión 



penitenciaria llevada a cabo por este Organismo en el referido Centro de Reclusión conoció 

de la casi nula actividad de industria penitenciaria para incentivar las actividades 

productivas y de capacitación laboral para los internos, campo fértil para que utilicen su 

tiempo ocioso en la planeación y comisión de conductas delictivas; de igual forma, les 

impide tener una fuente de ingresos económicos que haga realidad lo previsto por el 

artículo 57 de la Ley de la materia, amén de que debido al bajo nivel escolar de la mayoría 

de los reos sentenciados, les resulta indispensable el aprendizaje o perfeccionamiento de 

un oficio que les facilitaría obtener un empleo al momento de reintegrarse a la sociedad y 

evitaría que por falta de ingresos para subsistir, delincan nuevamente. 

 

Para dicho fin, la autoridad penitenciara debe promover acciones tendentes a aprovechar 

el mercado laboral que representan los internos y crear en los Centros fuentes de trabajo 

debidamente remuneradas, considerando en la asignación de los reclusos al trabajo, su 

vocación y sus aptitudes, así como el tratamiento individualizado que requieren, para que 

la readaptación social en sentenciados sea una realidad; no como actualmente sucede en 

Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca donde la nave industrial, espacio construido exprofeso 

para taller, se encuentra en desuso, deteriorado, sucio y sin equipamiento, y la gran 

mayoría de internos se dedican sólo a actividades artesanales, sin que exista capacitación 

para el trabajo ya que también es un pilar para la readaptación social de los sentenciados.     

 

Aunado a lo anterior, en el Centro de Reclusión Bordo Xochiaca, se conoció que de los casi 

de 1,500 reos sentenciados sólo acuden a las actividades educativas alrededor del 70% de 

ésta población; sin embargo se logra subsanar lo anterior con el desarrollo de 12 talleres de 

actividades deportivas y culturales; empero, los 13 facilitadores educativos con que cuenta 

son apenas suficientes, no obstante, se deberá sensibilizar a los reos para que asistan al 

núcleo escolar. 

 

En este contexto, cabe precisar que el derecho al trabajo, la capacitación para el mismo y la 

educación, son las únicas vías para la readaptación social del delincuente, tal como lo 

prevé la Carta Magna, ya que el sistema penitenciario tiene como objetivo primigenio 

reintegrar a la vida en sociedad a quienes han transgredido la norma penal; en virtud de 

que los reos no readaptados generalmente vuelven a delinquir; por ende, la autoridad 

penitenciaria de la entidad debe cumplir a cabalidad con este postulado Constitucional, así 

como con la línea estratégica planteada por el Titular de Ejecutivo Estatal en el Plan de 

Desarrollo Estatal 2005-2011 para fortalecer el proceso de readaptación social. 

 

En otro orden de ideas, cabe señalar que las malas condiciones que prevalecen en las 

instalaciones del Centro en cometo, en detrimento del derecho de los reclusos a recibir un 

trato digno, a diez años de su operación es evidente su deterioro y falta de mantenimiento 

preventivo y correctivo de manera particular a la herrería de ventanas y bases de los 

camastros así como mallas ciclónicas, son el medio idóneo para abastecer a los internos de 

piezas metálicas con las que fabrican las armas punzocortantes, que, como ya se ha 

anotado, su vasta existencia al interior del multicitado Centro, coloca en situación de 

riesgo la vida e integridad física de la población penitenciaria y de los servidores públicos 

que en él laboran. 

 

Lo descrito se ha evidenciado durante las inspecciones que personal de este Organismo ha 

efectuado al Centro Preventivo Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, en las que se ha recabado 

evidencia fotográfica de piezas de metal en las cuales incluso se aprecia el color que 

permite identificar fácilmente el lugar de origen, lo cual no es desconocido para el personal 

que labora en dicho Centro y menos para sus directivos; no obstante, es evidente la falta de 



su inclusión en el presupuesto y de interés de las autoridades encargadas de su 

administración para mantener en buenas condiciones la infraestructura penitenciaria. 

 

Las deficiencias descritas en el presente apartado, no contribuyen, se insiste, a que los 

Centros de Reclusión logren el propósito de la readaptación social para el que fueron 

creados; además, constituyen violaciones a derechos humanos.  En particular se 

transgreden los artículos 10 numerales 1 y 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y 5 numerales 2, 4 y 6 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos,                          

-instrumentos internacionales que al estar ratificados por el Estado Mexicano en términos 

del artículo 133 Constitucional son Ley Suprema en toda la Unión- los cuales establecen 

que todas las personas privadas de su libertad deben ser tratadas humanamente y con 

respeto a su dignidad; asimismo, que el objetivo del régimen penitenciario es la 

readaptación social. 

 

Por lo anterior, esta Defensoría de Habitantes insta a la autoridad penitenciaria de la 

entidad, para que cumpla indefectiblemente con los fines para los que fueron creados los 

Centros Preventivos y de Readaptación Social, en beneficio de la seguridad de las personas 

que visitan a los reos, de éstos y del propio personal que labora en el Reclusorio. 

Los lamentables hechos de violencia en los que perdieron la vida diversos reos del Centro 

Preventivo Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, son motivo de reflexión sobre las condiciones 

en que opera el área médica ante una contingencia con motivo de las lesiones que en 

muchos casos ponen en riesgo la vida de los reclusos, quienes son atendidos en un primer 

momento por dicho lugar. 

 

En este sentido, sobresale lo referido a este Organismo por el personal médico del Centro 

Preventivo referido, respecto a la carencia de medicamento, material de curación y 

médicos, tal y como se desprende del resultado de la inspección efectuada por personal de 

este Organismo el día 26 de junio del año que transcurre, en la cual consta la plantilla de 

personal, ascendiendo a solamente 9 médicos, mientras que para los primeros días del mes 

de septiembre ascendió a 12 galenos; lo cual se corroboró con el informe del Director 

General de Prevención y de Readaptación Social de la entidad, que remitió a este 

Organismo sin embargo, aún son insuficientes si se considera que para velar por la salud 

física y mental de los internos, el Reglamento de los Centros Preventivos dispone que se 

deberá contar con un médico por cada 200 internos, así como los medicamentos del cuadro 

básico y los instrumentos indispensables para establecer un diagnóstico preliminar lo cual 

evidentemente no acontece. 

 

Por ello, en este rubro se deberá cumplir gradualmente con lo prescrito en el citado 

Reglamento [al menos 18 médicos] considerando el total de población penitenciaria, lo que 

a su vez redundará en la salvaguarda del derecho a la protección de la salud, previsto en el 

párrafo tercero del artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

el cual no distingue a personas en situación de prisión. 

 

A este Organismo preocupa sobremanera el contenido de las conclusiones que respecto de 

los hechos motivo de queja expresó el Director General de Prevención y Readaptación 

Social del Estado de México, en especial, las que se refieren a que no existe 

responsabilidad del personal penitenciario, ni de las autoridades del Centro Preventivo en 

cuestión, ya que según su dicho, han actuado de manera diligente en todos sus actos, por lo 

que, afirma, no se violó garantía alguna de los internos que en su momento resultaron 

lesionados o finados, pues esto se suscitó por conflictos entre ellos mismos.  En este 

sentido, para esta Comisión resulta indignante la forma por demás insidiosa con que la 



autoridad penitenciaria de la entidad, pretendió evadir su responsabilidad, basta reiterar 

que el Reglamento de los Centros Preventivos, tiene como uno de sus objetivos, la custodia 

de los internos; constriñe a las autoridades de los centros preventivos a proveer lo 

necesario para evitar que los internos se causen daños entre sí, o a sí mismos y establece 

que es responsabilidad del Personal de los Centros, salvaguardar la vida, la salud y la 

integridad física de los internos. 

 

De los 17 decesos documentados por este Organismo y que dieron origen a la emisión del 

documento de Recomendación, 15 fueron ocasionados por arma punzocortante; en los 

restantes casos, dos internos se suicidaron, lo que denota las omisiones que en materia de 

seguridad y custodia ha incurrido personal del Centro Preventivo y de Readaptación Social 

Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, en evidente contravención e incumplimiento del 

ordenamiento legal aludido. 

 

No obstante, esta Defensoría de Habitantes reconoce las acciones implementadas para 

atender la problemática relativa a actos de corrupción y extorsión; empero 

lamentablemente se ejecutaron parcialmente, a guisa de ejemplo, se detallan las 

siguientes: 

 

 La existencia de droga, puntas y teléfonos celulares al interior del Centro de 

Reclusión indica la deficiencia y en su caso corrupción del personal de seguridad 

y custodia; 

 La indicación del Director del Centro para revisar en esclusas a todo interno que 

pase a palapas los días de visita familiar, no se ejecutó por parte del personal de 

custodia como se acreditó en el caso del deceso de un recluso; y 

 La clasificación propuesta para los módulos A-1 y 124, por situación jurídica, así 

como de aquellos reclusos en situación de castigo, protección y observación 

confinados en éstos, no se ha consolidado. 

 

Asimismo, no se soslayan las acciones llevadas a cabo por la autoridad penitenciaria en 

razón del deceso de varios internos bajo su custodia, en este caso trámites y gastos 

funerarios y de las lesiones que fueran ocasionadas a otros, con atención médica oportuna; 

empero, éstas no deben ser consideradas como un acto de magnanimidad, en virtud de que 

constituyen un imperativo legal para los servidores públicos del sistema penitenciario. 

 

Por lo anterior, el Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México, formuló al 

Director General de Prevención y Readaptación Social del Estado de México, las 

siguientes: 

 

RECOMENDACIONES 

 

PRIMERA. Con la copia certificada de la Recomendación, que se anexó, se sirva solicitar al 

Contralor Interno de la Secretaría General de Gobierno de la entidad, inicie los 

correspondientes procedimientos administrativos disciplinarios tendentes a investigar, 

documentar, e identificar las responsabilidades en que hayan incurrido el personal del 

Centro Preventivo Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, de la Dirección General de Prevención 

y Readaptación Social, por el incumplimiento a cualesquiera de sus obligaciones en 

ejercicio de su empleo, cargo o comisión, por los actos u omisiones de los que da cuenta el 

documento de Recomendación, a efecto de que en su caso, se impongan las sanciones que 

conforme a derecho procedan. 

 



SEGUNDA. Se sirva ordenar a quien corresponda, para que previa denuncia de hechos que 

formule este Organismo ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de México, se 

proporcione a solicitud de agente del Ministerio Público investigador, la información, 

documentación y evidencias necesarias para que esa Institución esté en posibilidad de 

determinar en la indagatoria correspondiente, lo que en estricto apego a Derecho 

corresponda. 

 

TERCERA. Se sirva instruir a quien corresponda, previo estudio técnico y presupuestal en 

que considere las condiciones en que operan las áreas de seguridad y custodia y médica, 

del Centro Preventivo y de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, en 

términos de lo previsto por el Código Financiero del Estado de México, se solicite la 

ampliación presupuestaria para dichos rubros para el ejercicio del gasto corriente 2008.  

 

CUARTA. Instruya a quien corresponda, se elabore un Manual de Selección para personal 

de seguridad y custodia de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del 

Estado de México, en el que se consideren los perfiles y requisitos para el ingreso y 

permanencia en el servicio. 

 

QUINTA. Con el propósito de perfeccionar el marco jurídico que rige la actuación de la 

Dirección General de Prevención y Readaptación Social del Estado de México, por los 

conductos legales conducentes, se sirva proponer al Ejecutivo del Estado, un nuevo 

ordenamiento legal que regule la organización, competencia, facultades y obligaciones, de 

los cuerpos de seguridad y custodia, así como, el servicio civil de carrera.  

 

SEXTA. Ordene a quien corresponda, instale a la brevedad posible, el equipo técnico 

adecuado en el Centro de Prevención y de Readaptación Social Nezahualcóyotl Bordo 

Xochiaca, para interceptar y bloquear las señales de telecomunicación por las que se pueda 

realizar la emisión, transmisión o recepción de signos, señales, escritos, imágenes, voz, 

sonidos o información de cualquier naturaleza que se efectúe a través de hilos, 

radioelectricidad, medios ópticos, físicos, vía satelital y otros sistemas electromagnéticos, 

que realicen los internos hacia el exterior del penal, entre otras, con la finalidad de 

extorsionar a las personas. 

 

Hasta en tanto, como medida inmediata, se sirva expedir una circular que prohíba 

estrictamente al personal técnico, de vigilancia y administrativo de los Centros 

Preventivos y de Readaptación Social, el ingreso, posesión y uso de equipos de telefonía 

celular o cualesquiera equipo de telecomunicación durante su jornada de trabajo. 

 

 
1 La organización y administración del trabajo en los centros corresponderá en forma inmediata a la 

Dirección General de Prevención y Readaptación Social, a través del Departamento de Industria 

Penitenciaria 

2 Corroborada con las testimoniales del personal de seguridad y custodia las cuales constituyen un 

medio de convicción irrefutable, toda vez que provienen de servidores públicos en contacto directo con 

la problemática existente en el Centro de Reclusión Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca. 
 
*La Recomendación 34/2007, se emitió al Director General de Prevención y Readaptación Social del Estado de 

México, el 25 de octubre de 2007, por insuficiente protección de personas. Se ha determinado publicar una 

síntesis de la misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 9 y 114 del Reglamento Interno de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el 

expediente respectivo y consta de  82  fojas. 

 


